El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:            
DEBIDO PROCESO / TUTELA CONTRA DECISIÓN JUDICIAL / DEFECTO PROCEDIMENTAL / APLICA CUANDO SE IGNORA EL PROCEDIMIENTO ESTABLECIDO / EL JUZGADO OMITIÓ TRAMITAR Y DECIDIR UNA EXCEPCIÓN DE FONDO.
En cuanto a los requisitos específicos de procedibilidad, la Corte Constitucional, en relación con el derecho al debido proceso, sin desconocer el principio de la autonomía judicial, ha dicho que se configura un defecto procedimental cuando el juez ignora completamente el procedimiento establecido, escoge arbitrariamente las normas procesales aplicables en el caso concreto o hace caso omiso de los principios mínimos del debido proceso contenidos en la Constitución…
Por auto del 12 de junio del año anterior, al pronunciarse el juzgado, nuevamente, sobre el recurso de reposición interpuesto contra el mandamiento ejecutivo, analizó los hechos en que se sustentó la primera de tales excepciones y así negó la orden de pago sobre algunas de las sumas objeto de cobro; el 24 de septiembre siguiente rechazó la excepción de inexigibilidad del título ejecutivo y dispuso continuar con el trámite propio del asunto, dictando el auto que ordena seguir adelante la ejecución.

Empero, no tuvo en cuenta que como excepción de fondo también propuso la ejecutada una que llamó “inexistencia de soporte de cuotas extraordinarias” y así, dictó aquella providencia, cuando no es ese el trámite previsto por el legislador que debe darse a un proceso ejecutivo, cuando se proponen excepciones de fondo…
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL
SALA DE DECISIÓN CIVIL FAMILIA


Magistrada Ponente: Claudia María Arcila Ríos


Pereira, abril doce (12) de dos mil diecinueve (2019) 


Acta No. 150 del 12 de abril de 2019
Expediente No. 66170-31-03-001-2019-00016-01
Se decide la impugnación formulada por el Conjunto Residencial Modelia PH, frente a la sentencia proferida por el Juzgado Civil del Circuito de Dosquebradas, Risaralda, el 26 de febrero del año en curso, en la acción de tutela instaurada por la señora Amparo Giraldo Pareja contra el Juzgado Tercero Civil Municipal de Dosquebradas, a la que fue vinculada la impugnante.

A N T E C E D E N T E S

1. Relató la apoderada del demandante los hechos que admiten el siguiente resumen:

1.1 En contra de la citada señora, el Conjunto Residencial Modelia PH, entabló proceso ejecutivo tendiente a obtener el pago de expensas ordinarias y extraordinarias; notificada del mandamiento ejecutivo, interpuso recurso de reposición porque le cobraban sumas correspondientes a períodos anteriores a la existencia del ejecutante; además respondió la demanda y propuso excepciones de fondo.
1.2 El juzgado negó el recurso referido; tuvo por contestada la demanda; corrió traslado de las excepciones; señaló fecha para audiencia; de manera extemporánea resolvió el recurso de reposición; dio un trámite inexistente al proceso y dictó sentencia sin resolver las excepciones y sin valorar las pruebas aportadas.
1.3 Formuló incidente de nulidad constitucional, el que fue desestimado.
1.4 Hizo un recuento de lo acaecido en el proceso y expresó no contar con otro mecanismo de defensa judicial. 

2. Considera lesionados sus derechos al acceso a la administración de justicia y al debido proceso. Para su protección, solicita se ordene al juzgado accionado declarar la nulidad de lo actuado desde cuando dejó de resolver las excepciones de fondo que propuso y de valorar las pruebas aportadas y seguir el trámite previsto en el CGP.

A C T U A C I Ó N     P R O C E S A L

1. Por auto del 19 de febrero de este año el Juzgado Civil del Circuito de Dosquebradas admitió la demanda y ordenó la vinculación del Conjunto Residencial Modelia PH.
2. Ni este, por medio de su representante legal, ni el juzgado accionado se pronunciaron.

3. Mediante sentencia del 26 de febrero de este año se concedió el amparo solicitado; se revocó el ordinal cuarto del auto proferido el 12 de junio de 2018, en cuanto dispuso que “por no existir excepciones distintas a la formalidad del título” se continuaría con el trámite del proceso; también el del 24 de septiembre del mismo año, en cuanto ordenó se continúe “con el trámite propio del asunto, profiriendo el auto de seguir adelante la ejecución” y el del 6 de noviembre siguiente, que así procedió. Además, se mandó a la funcionaria accionada correr traslado de la excepción de fondo denominada “inexistencia de soporte de cuotas extraordinarias” propuesta por la ejecutada y continuar con el trámite hasta proferir la decisión que en derecho corresponda. 

Para decidir así, en resumen, consideró que con fundamento en el artículo 430 del CGP, el juzgado rechazó la excepción de “inexigibilidad del título”, que  ha debido discutirse mediante recurso de reposición, pero que no ocurrió lo mismo con la que se nominó “inexistencia de soporte de cuotas extraordinarias”, a la que debió imprimírsele el trámite respectivo y como no se hizo, se violó el debido proceso; también el derecho de contradicción por defecto procedimental absoluto, pues dejó de aplicarse el artículo 440 del CGP.

4. El representante legal de la propiedad horizontal demandada impugnó el fallo, sin indicar los motivos de su inconformidad.
C O N S I D E R A C I O N E S 

1. El fin de la acción de tutela es la protección inmediata de los derechos constitucionales fundamentales, concedida a todas las personas por el artículo 86 de la Constitución Política, ante su vulneración o amenaza generada por cualquier autoridad pública y aun por los particulares en los casos previstos por el artículo 42 del Decreto 2591 de 1991.

2. Corresponde a la Sala determinar si en este caso procede la acción de tutela frente a la providencia del juzgado accionado que ordenó seguir adelante la ejecución, sin pronunciarse sobre las excepciones de fondo propuestas por la ejecutada, aquí demandante, y sin valorar las pruebas por ella aportadas. De serlo, se analizará si en esa decisión se incurrió en defecto que justifique conceder el amparo reclamado.

3. La Corte Constitucional en sentencia C-543 de 1992 declaró inconstitucional el artículo 40 del Decreto 2591 de 1991 que autorizaba la tutela contra providencias judiciales. A pesar de ello, enseñó inicialmente que el amparo resultaba procedente cuando se incurría en vía de hecho, concepto que ha desarrollado a lo largo de su jurisprudencia hasta sintetizar los requisitos generales y las causales específicas de procedencia de la solicitud de amparo frente a esa clase de decisiones. 

Así entonces ha enlistado como condiciones generales de procedencia, que deben ser examinadas antes de pasar al análisis de las causales específicas, las siguientes
.: “(i) Que la cuestión que se discuta tenga una evidente relevancia constitucional; (…) (ii) Que se hayan agotado todos los medios de defensa judicial al alcance de la persona afectada, salvo que se trate de evitar la consumación de un perjuicio iusfundamental irremediable;(…) (iii) Que se cumpla con el requisito de la inmediatez;(…) (iv) Que, tratándose de una irregularidad procesal, quede claro que la misma tiene un efecto decisivo o determinante en la sentencia que se impugna y que afecta los derechos fundamentales de la parte actora. (…) (v) Que la parte actora identifique de manera razonable tanto los hechos que generaron la vulneración como los derechos vulnerados, y que hubiere alegado tal vulneración en el proceso judicial siempre que esto hubiere sido posible;(…) y (vi) Que no se trate de sentencias de tutela (…)”.
Superado ese primer análisis, la Corte ha identificado como causales específicas de procedencia de la acción, las siguientes
: “7.1.- Defecto orgánico: ocurre cuando el funcionario judicial que profirió la sentencia impugnada carece, en forma absoluta, de competencia. 7.2.- Defecto procedimental absoluto: surge cuando el juez actuó totalmente al margen del procedimiento previsto por la ley. 7.3.- Defecto fáctico: se presenta cuando la decisión impugnada carece del apoyo probatorio que permita aplicar la norma en que se sustenta la decisión, o cuando se desconocen pruebas que afectarían el sentido del fallo. 7.4.- Defecto material o sustantivo: tiene lugar cuando la decisión se toma con fundamento en normas inexistentes o inconstitucionales, cuando existe una contradicción evidente y grosera entre los fundamentos y la decisión, cuando se deja de aplicar una norma exigible para el caso o cuando se otorga a la norma jurídica un sentido que no tiene. 7.5.- El error inducido: acontece cuando la autoridad judicial fue objeto de engaños por parte de terceros, que la condujeron a adoptar una decisión que afecta derechos fundamentales. 7.6.- Decisión sin motivación: se presenta cuando la sentencia atacada carece de legitimación, debido a que el servidor judicial incumplió su obligación de dar cuenta de los fundamentos fácticos y jurídicos que la soportan. 7.7.- Desconocimiento del precedente: se configura cuando por vía judicial se ha fijado un alcance sobre determinado tema, y el funcionario judicial, desconoce la regla jurisprudencial establecida. En estos eventos, la acción de tutela busca garantizar la eficacia jurídica del derecho fundamental a la igualdad. 7.8.- Violación directa de la Constitución que se deriva del principio de supremacía de la Constitución, el cual reconoce a la Carta Política como un supuesto plenamente vinculante y con fuerza normativa”. 

4. La inspección judicial practicada en el curso de la primera instancia y los documentos allegados al proceso, acreditan los siguientes hechos:

4.1 El Conjunto Residencial Modelia PH formuló demanda ejecutiva contra la señora Amparo Giraldo Pareja, con el fin de obtener el pago de varias sumas de dinero por concepto de cuotas ordinarias y extraordinarias de administración
.

4.2 Por auto del 23 de octubre de 2017 se libró la orden de pago solicitada, que fue corregida en su numeral 1º, mediante proveído del 30 de octubre siguiente
.

4.3 La ejecutada propuso como excepción previa la de inepta demanda, mediante recurso de reposición contra la providencia que se acaba de mencionar, porque le cobraban sumas correspondientes a períodos anteriores a la existencia del conjunto horizontal demandante y porque no se anexó copia del certificado de intereses expedido por la Superintendencia Bancaria o por el organismo que haga sus veces o de la parte pertinente del reglamento que autorice un interés inferior de conformidad con el artículo 48 de la  675 de 2001
.
4.4 Por auto del 8 de marzo de 2018 se decidió no revocar la orden de pago
.
4.5 La misma señora propuso como excepciones de fondo contra el mandamiento de pago las que denominó “inexigibilidad del título ejecutivo”, “inexistencia de soporte de cuotas extraordinarias” e “ineptitud de la demanda por falta de los requisitos formales o por indebida acumulación de pretensiones”
.

4.6 En proveído del 11 de abril del año pasado, se dispuso correr traslado a la parte demandante de las excepciones de “prescripción extintiva” y “pago parcial de la obligación” y se rechazó la de “inexigibilidad del título ejecutivo”
.

4.7 En proveído del 30 de abril siguiente, se decretaron pruebas y se señaló fecha para realizar la audiencia prevista en el artículo 392 del CGP
.

4.8 Por auto del 12 de junio del pasado año, decidió el juzgado dejar sin efecto los autos de fechas, marzo 8, abril 11 y 30 del mismo año, y reponer “…para negar parcialmente el mandamiento de pago en cuanto a las cuotas de administración cobradas por los meses de septiembre, octubre y noviembre de 2016, incluyendo los intereses de las mismas…”

4.9 Contra esa decisión el apoderado judicial de la parte ejecutante interpuso recurso de reposición, el que fue negado
. 
4.10 En proveído del 24 de septiembre que pasó, el juzgado decidió tener por contestada la demanda; rechazó la excepción de “inexigibilidad del título ejecutivo”, porque los requisitos frente al título ejecutivo solo pueden alegarse por vía de reposición contra el mandamiento de pago y ordenó continuar con el trámite inherente al asunto “…profiriendo el auto de seguir adelante la ejecución, teniendo en cuenta para ello los pagos allegados por la parte demandada…”

4.11 Con auto de noviembre 6 último, ordenó el juzgado seguir adelante la ejecución tal como se dispuso en el mandamiento de pago librado; decretó el avalúo de los bienes que a futuro se lleguen a embargar y su posterior remate; mandó a practicar la liquidación del crédito en la forma prevista en el artículo 446 del Código General del Proceso, teniendo en cuenta los abonos hechos por la demandada, a quien condenó en costas
.
En esa providencia dejó de analizar la excepción de “inexistencia de soportes de cuotas extraordinarias”, propuesta por la demandada y que sustentó en su momento con el argumento de que carecen de soporte legal y por cuanto no han sido aprobadas por la asamblea general de propietarios
.
4.12 El 19 de noviembre del año pasado, la demandante solicitó se declarara una nulidad constitucional, entre otras cosas por los motivos a que se refieren los hechos en que se sustentó la solicitud de amparo constitucional
. 
4.13 En proveído del 22 de enero de este año, decidió el juzgado rechazar por extemporánea la nulidad; también, por no estar consagrada como causal de nulidad en el artículo 133 del Código General del Proceso
.   
5. En el asunto bajo estudio se encuentran satisfechos los requisitos generales de procedencia del amparo constitucional frente a decisiones judiciales, porque: 
5.1 De acuerdo con los hechos narrados en el escrito por medio del cual se formuló la acción, el asunto tiene relevancia constitucional, en razón a que involucra el derecho al debido proceso.

5.2 El presupuesto de subsidiaridad se estima satisfecho porque no cabe recurso alguno frente al auto en el que encuentra la accionante vulnerados los derechos cuya protección reclama, el que ordenó seguir adelante la ejecución sin estudiar las excepciones de fondo propuestas, de acuerdo con el inciso 2º del artículo 440 del CGP.

5.3 También se cumple el de inmediatez porque esa decisión se adoptó el 6 de noviembre de 2018 y la acción de tutela se formuló el 19 de febrero del año en curso.

5.4 Se identificaron los hechos generadores de la vulneración.

5.5 No se controvierte una sentencia dictada en proceso de tutela.

6. En cuanto a los requisitos específicos de procedibilidad, la Corte Constitucional, en relación con el derecho al debido proceso, sin desconocer el principio de la autonomía judicial, ha dicho que se configura un defecto procedimental cuando el juez ignora completamente el procedimiento establecido, escoge arbitrariamente las normas procesales aplicables en el caso concreto o hace caso omiso de los principios mínimos del debido proceso contenidos en la Constitución, señalados, principalmente, en los artículos 29 y 228. Así ha dicho:

“Defecto procedimental absoluto, falencia que se origina cuando el juez actuó completamente al margen del procedimiento establecido. Igual que en el caso anterior, la concurrencia del defecto fáctico tiene naturaleza cualificada, pues se exige que se esté ante un trámite judicial que se haya surtido bajo la plena inobservancia de las reglas de procedimiento que le eran aplicables, lo que ocasiona que la decisión adoptada responde únicamente al capricho y la arbitrariedad del funcionario judicial y, en consecuencia, desconoce el derecho fundamental al debido proceso. Sobre el particular, la Corte ha insistido en que el defecto procedimental se acredita cuando “…el juez se desvía por completo del procedimiento fijado por la ley para dar trámite a determinadas cuestiones y actúa de forma arbitraria y caprichosa, con fundamento en su sola voluntad, se configura el defecto procedimental…” 

De esa manera las cosas, el juez debe acudir al derecho procesal como mecanismo para garantizar el derecho material, siempre con sujeción al debido proceso y en forma tal, que de acuerdo con las disposiciones que regulan la materia, se dé solución al conflicto jurídico que se somete a su decisión, pero sin dar prevalencia a las formas, ni desconociendo el derecho de quien invoca protección por medio del proceso ordinario, mediante el empleo de los mecanismos previstos por el legislador para tal cosa.

7. El artículo 443 del CGP, que regula lo relacionado con el trámite de las excepciones en el proceso ejecutivo, dice en lo pertinente:

“… 1. De las excepciones de mérito propuestas por el ejecutado se correrá traslado al ejecutante por diez (10) días, mediante auto, para que se pronuncie sobre ellas, y adjunte o pida las pruebas que pretende hacer valer.

2. Surtido el traslado de las excepciones el juez citará a la audiencia prevista en el artículo 392, cuando se trate de procesos ejecutivos de mínima cuantía, o para audiencia inicial y, de ser necesario, para la de instrucción y juzgamiento, como lo disponen los artículos 372 y 373, cuando se trate de procesos ejecutivos de menor y mayor cuantía.

Cuando se advierta que la práctica de pruebas es posible y conveniente en la audiencia inicial, el juez de oficio o a petición de parte, decretará las pruebas en el auto que fija fecha y hora para ella, con el fin de agotar también el objeto de la audiencia de instrucción y juzgamiento de que trata el artículo 373. En este evento, en esa única audiencia se proferirá la sentencia, de conformidad con las reglas previstas en el numeral 5 del referido artículo 373…”

8. De acuerdo con las pruebas recogidas y que atrás se resumieron, la aquí accionante, en el proceso en el que encuentra lesionados sus derechos, propuso como excepciones de fondo las que denominó “inexigibilidad del título ejecutivo”, “inexistencia de soporte de cuotas extraordinarias” e “ineptitud formal de la demanda por falta de los requisitos formales o por indebida acumulación de pretensiones”.

Por auto del 12 de junio del año anterior, al pronunciarse el juzgado, nuevamente, sobre el recurso de reposición interpuesto contra el mandamiento ejecutivo, analizó los hechos en que se sustentó la primera de tales excepciones y así negó la orden de pago sobre algunas de las sumas objeto de cobro; el 24 de septiembre siguiente rechazó la excepción de inexigibilidad del título ejecutivo y dispuso continuar con el trámite propio del asunto, dictando el auto que ordena seguir adelante la ejecución.

Empero, no tuvo en cuenta que como excepción de fondo también propuso la ejecutada una que llamó “inexistencia de soporte de cuotas extraordinarias” y así, dictó aquella providencia, cuando no es ese el trámite previsto por el legislador que debe darse a un proceso ejecutivo, cuando se proponen excepciones de fondo, de acuerdo con la norma atrás transcrita.
En tal forma privó a la accionante de su derecho de defensa, pues sin fundamento legal alguno dejó de analizar aquel medio exceptivo y así se comprometió de manera importante el debido proceso de que es titular.

En consecuencia, como tuvo razón el juzgado de primera sede al conceder el amparo reclamado, se avalará la decisión que se revisa.

En mérito de lo expuesto, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, Risaralda, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,
R E S U E L V E 

PRIMERO: CONFIRMAR la sentencia proferida por el Juzgado Civil del Circuito de Dosquebradas, Risaralda, el 26 de febrero del año en curso, en la acción de tutela instaurada por la señora Amparo Giraldo Pareja contra el Juzgado Tercero Civil Municipal de Dosquebradas, a la que fue vinculado el Conjunto Residencial Modelia PH.

SEGUNDO: Notifíquese esta decisión a las partes conforme lo previene el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991.

TERCERO: Como lo dispone el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991, envíese el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión.

Notifíquese y cúmplase,

Los Magistrados,




CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS




DUBERNEY GRISALES HERRERA




EDDER JIMMY SÁNCHEZ CALAMBÁS
� Sentencia T-307 de 2015


� Sentencia SU-241 de 2015


� Folios 1 a 15 del disco compacto que obra a folio 6 del cuaderno de segunda instancia.


� Folios 17 a 20 del disco compacto que obra a folio 6 del cuaderno de segunda instancia.


� Folios 26 a 29 del disco compacto obrante a folio 6 del cuaderno de segunda instancia.


� Folios 10 a 12 cuaderno de segunda instancia.


� Folios 45 a 52 del disco compacto obrante a folio 6 del cuaderno de segunda instancia


� Folio 11 cuaderno de segunda instancia.


� Folio 12 cuaderno de segunda instancia. 


� Folios 37 a 42 del disco compacto que obra a folio 6 del cuaderno de segunda instancia.


� De lo que se dejó constancia en la inspección judicial practicada en el curso de la primera instancia


� Folio 43 del disco compacto obrante a folio 6 del cuaderno de segunda instancia.


� Folios 92 a 93 del disco compacto obrante a folio 6 del cuaderno de segunda instancia.


� Folios 44 a 46 del disco compacto obrante a folio 6 del cuaderno de segunda instancia.


� Folios 47 a 57 del disco compacto obrante a folio 6 del cuaderno de segunda instancia.


� Folios 59 y 60 del disco compacto obrante a folio 6 del cuaderno de segunda instancia.


� Sentencia T-012 de 2016, MP. Luis Ernesto Vargas Silva
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